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tienen derecho a recibir la factura (en papel u online si previamente el consumidor lo ha 
consentido). E igualmente el art. 44.1, apartado j de la Ley del Sector Eléctrico (Ley 
24/2013 de 26 de diciembre), establece el derecho de los consumidores a “recibir 
información transparente sobre los precios y condiciones generales aplicables al acceso y 
suministro de energía eléctrica. A estos efectos recibirán las facturaciones con el desglose 
que se determine reglamentariamente”. Y la empresa lo está incumpliendo al no realizar la 
facturación desde marzo de 2022. 
 
Por otro lado, la propia empresa en su último escrito ya afirma que aquellas facturas 
emitidas cuyo periodo supere el plazo establecido de un año de facturación, serán 
anuladas. 
 
Por lo tanto, LAS PARTES HAN LLEGADO TÁCITAMENTE AL ACUERDO de que serán 
anuladas las facturas que superen el año.  Pero ello no exime a la empresa de realizar la 
facturación. En todo caso, y dado que la audiencia se celebra el 19 de junio de 2023, las 
facturas de marzo a junio de 2022 deben emitirse, sin cobrarse.  
 
Como corolario de lo anterior, y aunque no haya sido expresamente solicitado por el 
consumidor, se le deberán abonar los excedentes fotovoltaicos vertidos por el consumidor 
a la red, dado que la empresa está dispuesta a anular la deuda, pero no tiene derecho a 
anular también los créditos a favor del consumidor generados por su producción 
fotovoltaica, dado que afirmar lo contrario provocaría un enriquecimiento injusto para la 
empresa comercializadora, que ha sido la única responsable de no facturar durante todo 
este tiempo. 
 
En las facturas incluidas en el último año, deben tomarse en consideración los precios 
contratados, así como el cálculo del bono social de que disfruta el consumidor, y se debe 
incluir el excedente de producción del consumidor que se haya vertido a la red, durante 
todo este tiempo. Una vez calculada la facturación pendiente, se fraccionará en 12 
mensualidades para que el consumidor pueda abonarla. Si el cálculo anual arrojase una 
cuantía superior a los 1.000 euros, se fraccionará su abono en 18 mensualidades. 
 

SEGUNDA: 
 

Por último, solicita el consumidor que se regularice la facturación mensual como se venía 
haciendo normalmente hasta marzo de 2022 para no volver a generar el mismo problema.  
 
Esta solicitud está fuera del ámbito de competencia del Colegio Arbitral. Aunque sería 
deseable que se regularizase la situación, que según explica la empresa reclamada, se 
debe a incidencias en los sistemas de implantación de los cálculos de los peajes, el 
Colegio arbitral no puede pronunciarse sobre ella, porque no es competente para ordenar 
u organizar el ámbito interno de la empresa. En todo caso, la compañía será la más 
interesada en regularizar la situación, porque en otro caso, cualquier facturación que 
implique un ciclo más allá del año anterior (con respecto a la fecha en que se haga) no 
podrá ser pasado al cobro al consumidor. 
 
 
DECISIÓN ARBITRAL: 
 
Este Colegio Arbitral, en virtud de cuanto antecede ha decidido dictar el siguiente FALLO 
en Derecho: 
 
Que a nuestro leal saber y entender resolvemos por unanimidad: 
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1º No cabe pronunciarse sobre la pretensión del consumidor de que se regularice la 
situación contractual y vuelva a facturarse mensualmente, porque ello pertenece al ámbito 
interno de la empresa reclamada y el Colegio carece de competencias para entrar en ello.  
 
2º La ELEVACIÓN A LAUDO PARCIAL CONCILIATORIO, el acuerdo al que han llegado 
las partes de que se anularán las facturas que se refieran a períodos de consumo de más 
de un año, lo que a día de la fecha excluiría ya el período de 1 de abril a 19 de junio de 
2022. 
 
Pero ello no exime a la empresa de realizar la facturación. En todo caso, y dado que la 
audiencia se celebra el 19 de junio de 2023, las facturas de marzo a junio (o julio) de 2022 
deben emitirse, sin cobrarse, pero deben abonarse al consumidor los importes 
correspondientes a su vertido a la red de los excedentes de producción, que servirán para 
minorar la deuda total existente. 
 
En las facturas incluidas en el último año (sea cual sea su inicio, dependiendo de la fecha 
de cumplimiento del laudo), deben tomarse en consideración los precios contratados, así 
como el cálculo del bono social de que disfruta el consumidor y se debe incluir el 
excedente de producción del consumidor que se haya vertido a la red, durante todo este 
tiempo. Una vez calculada la facturación pendiente, se fraccionará en 12 mensualidades 
para que el consumidor pueda abonarla cómodamente. Si el cálculo anual arrojase una 
cuantía superior a los 1.000 euros, se fraccionará su abono en 18 mensualidades. 
 
El plazo para el cumplimiento del presente Laudo será de TREINTA DÍAS, a contar desde 
la recepción de la notificación del Laudo. En ese plazo la reclamada debe emitir las 
facturas atrasadas, conforme a las indicaciones dadas. 
 
El abono de la cantidad resultante de la facturación se fraccionará en 12 o 18 recibos 
mensuales, conforme se ha indicado, que serán oportunamente girados por la reclamada 
para su cobro. 
 
Asimismo y de conformidad con lo dispuesto en el artículo único, apartado diez de la Ley 
11/ 2011, de 20 de mayo,  de reforma de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje 
y de regulación del arbitraje institucional en la Administración General del Estado, podrá 
solicitar a los árbitros  dentro de los DIEZ DÍAS NATURALES siguientes a esta 
notificación, previa notificación a la otra parte: la corrección de cualquier error de 
cálculo, de copia, tipográfico o de naturaleza similar; la aclaración de un punto o de una 
parte concreta del laudo; el complemento del laudo respecto de peticiones formuladas y 
no resueltas en él; la rectificación de la extralimitación parcial del laudo, cuando se haya 
resuelto sobre cuestiones no sometidas a su decisión o sobre cuestiones no susceptibles 
de arbitraje.  
  
Previa audiencia de las demás partes, los árbitros resolverán sobre las solicitudes de 
corrección de errores y de aclaración en el plazo de diez días, y sobre la solicitud de 
complemento y la rectificación de la extralimitación, en el plazo de veinte días. 

 
Contra este Laudo cabe Acción de Anulación ante la Sala de lo Civil y de lo Penal del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid a interponer en el plazo de DOS MESES desde su 
notificación o si se ha solicitado corrección, aclaración, complemento o rectificación del 
Laudo desde la expiración del plazo para adoptarla. 
 
En caso de incumplimiento del Laudo por cualquiera de las partes, podrá solicitar la 
ejecución forzosa ante el Juez de Primera Instancia del lugar donde se haya dictado, de 
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